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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 

  

PRIMERA SALA 
 

Resolución N° 010302742020 
 
Expediente : 01215-2019-JUS/TTAIP 
Recurrente : GUNTHER HERNÁN GONZALES BARRÓN 
Entidad : UNIVERSIDAD NACIONAL MAYOR DE SAN MARCOS 
Sumilla :  Declara fundado el recurso de apelación 
 

Miraflores, 28 de febrero de 2020 
 

VISTO el Expediente de Apelación Nº 01215-2019-JUS/TTAIP de fecha 10 de diciembre 
de 2019, interpuesto por GUNTHER HERNÁN GONZALES BARRÓN contra la 
denegatoria por silencio administrativo negativo de la solicitud de acceso a la información 
pública presentada a la UNIVERSIDAD NACIONAL MAYOR DE SAN MARCOS de fecha 
13 de noviembre de 2019. 
 

CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES  

 
Con fecha 13 de noviembre de 2019, el recurrente en ejercicio de su derecho de acceso 
a la información pública solicitó a la Facultad de Derecho y Ciencia Política de la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, la “relación de los artículos publicados en 
revistas indexadas que constan en la hoja de vida, de los profesores ordinarios de la 
Facultad de Derecho: Javier Villa Stein, Jorge Gutiérrez Tudela, Juan Chávez 
Marmadillo y Enzo Zambrano Pizango”. 

 
Con fecha 29 de noviembre de 2019, el recurrente interpuso el recurso de apelación 
señalando que a la fecha de presentación de su recurso no ha obtenido respuesta 
alguna. 
 
Mediante la Resolución N° 0101024820201 se admitió a trámite el recurso impugnatorio 
presentado por el recurrente, solicitando a la entidad la remisión del expediente 
administrativo correspondiente y la formulación de sus descargos, de ser el caso, los 
cuales a la fecha de la emisión de la presente resolución no fueron presentados2. 
 

II. ANÁLISIS 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y 
a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el 

                                                 
1  Notificada a la entidad el 24 de febrero de 2020. 
2  Habiéndose esperado el transcurso del plazo otorgado, así como el cierre de la Mesa de Partes correspondiente al día 

de hoy. Adicionalmente, es oportuno resalta que la notificación se realizó válidamente conforme a lo dispuesto en el 
numeral 21.3 de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 
004-2019-JUS, en adelante, Ley N° 27444. 
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pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal y 
las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
En este marco, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo N° 
021-2019-JUS3, establece que el Estado tiene la obligación de entregar la información 
que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad. 
 
A su vez, el artículo 10 del mismo texto dispone que las entidades de la Administración 
Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se refiere a la 
contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o 
digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u obtenida por ella o 
que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Cabe mencionar además el primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Transparencia 
en el cual se establece que “los casos establecidos en los artículos 15, 16 y 17 son los 
únicos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información pública, por lo 
que deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una limitación a un 
derecho fundamental. No se puede establecer por una norma de menor jerarquía 
ninguna excepción a la presente Ley”. 

 
Al respecto, el artículo 2 de la Ley de Transparencia ha precisado que “para efectos de 
la presente Ley se entiende por entidades de la Administración Pública a las señaladas 
el Artículo I del Título Preliminar de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General”. 
 
Finalmente, el numeral 6 del artículo I del Título Preliminar del Texto Único Ordenado 
de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 004-2019-JUS4, señala que: “(…) Para los fines de la presente 
Ley, se entenderá por ‘entidad’ p ‘entidades’ de la Administración Pública: (…) 6. Los 
Organismos a los que la Constitución Política del Perú y las leyes confieren autonomía”; 
como es el caso de las universidades públicas. 
 
2.1 Materia en discusión 

 
La controversia consiste en determinar si la información solicitada es pública y 
consecuentemente debe ser entregada al recurrente.  
 

2.2 Evaluación  
 

En virtud del Principio de Publicidad, previsto en el artículo 3 de la Ley de 
Transparencia, el acceso a la documentación en poder de las entidades públicas 
es la regla, mientras que la reserva es la excepción, conforme al razonamiento 
expuesto por el Tribunal Constitucional en el Fundamento Jurídico 4 de su 
sentencia recaída en el Expediente N° 05812-2006-HD/TC, en el que señala que: 
 

“(…) un Estado social y democrático de Derecho se basa en el principio de 
publicidad (artículo 39º y 40º de la Constitución), según el cual los actos de los 
poderes públicos y la información que se halla bajo su custodia son susceptibles 
de ser conocidos por todos los ciudadanos. Excepcionalmente el acceso a dicha 
información puede ser restringido siempre que se trate de tutelar otros bienes 
constitucionales, pero ello de[b]e ser realizado con criterios de razonabilidad y 
proporcionalidad” (subrayado añadido). 

 

                                                 
3  En adelante, Ley de Transparencia. 
4  En adelante, Ley N° 27444. 
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Concordante con ello, en el Fundamento Jurídico 5 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 2579-2003-HD/TC, dicho colegiado estableció que: “(…) la 
publicidad en la actuación de los poderes públicos constituye la regla general, y el 
secreto, cuando cuente con cobertura constitucional, la excepción” (subrayado 
añadido). 

 
Asimismo, el Tribunal Constitucional ha señalado que le corresponde al Estado 
acreditar la necesidad de mantener en confidencialidad la información que haya 
sido solicitada por un individuo, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento Jurídico 11 de la sentencia recaída en el Expediente N° 1797-2002-
HD/TC: 

 
 “(…) De manera que, si el Estado no justifica la existencia del apremiante interés 

público para negar el acceso a la información, la presunción que recae sobre la 
norma o acto debe efectivizarse y, en esa medida, confirmarse su 
inconstitucionalidad; pero también significa que la carga de la prueba acerca de la 
necesidad de mantener en reserva el acceso a la información ha de estar, 
exclusivamente, en manos del Estado” (subrayado añadido). 

 
Siendo ello así, corresponde a las entidades públicas que deniegan el acceso a la 
información pública solicitada por una persona, acreditar debidamente que la 
aplicación de excepciones tiene un sustento legal y resulta una medida razonable 
y proporcional. 

 
Ahora bien, de autos se advierte que el impugnante solicitó la relación de los 
artículos publicados en revistas indexadas de los profesores ordinarios de la 
Facultad de Derecho: Javier Villa Stein, Jorge Gutiérrez Tudela, Juan Chávez 
Marmadillo y Enzo Zambrano Pizango que constan en sus hojas de vida. 

 
Sobre el particular, es relevante indicar que los ciudadanos tienen derecho a 
supervisar el desempeño de sus autoridades. De acuerdo al Tribunal Constitucional 
en el Fundamento Jurídico 8 de su sentencia recaída en el Expediente N° 02814-
2008-HD/TC, “[u]no de los elementos esenciales del Estado Social y Democrático 
de Derecho es la capacidad fiscalizadora por parte de la población, a fin de 
controlar a los funcionarios y servidores públicos. Esta idea central o nuclear del 
sistema democrático viene aparejada con el principio de publicidad (…)”. 
 
Los currículums vitae contienen información profesional de los funcionarios 
públicos tales como grados académicos, estudios, méritos, publicaciones y 
experiencia laboral, los cuales son tomados en cuenta para que ocupen cargos 
públicos ya que están relacionados directamente a la aptitud y capacidad de 
servidores públicos para ejercer una determinada función pública, debiendo 
prevalecer su divulgación.  
 
En coherencia con lo anterior, el Tribunal Constitucional en el Fundamento Jurídico 
6 de la sentencia recaída en el Expediente N° 04872-2016-PHD/TC ha señalado 
que se deben entregar los documentos que son relevantes para contratar a un 
funcionario público, “(…) tales como el área o sección en la que la persona ha 
desempeñado funciones en la Administración Pública; la modalidad contractual a 
través de la cual se la ha contratado; así como los estudios, especializaciones y 
capacitaciones realizadas”. 

 
Cabe mencionar además que las publicaciones efectuadas por los docentes de una 
institución educativa dan cuenta de su capacidad y experiencia para el ejercicio de 
sus funciones lo que constituye también parte del servicio que presta la 
universidad. Al respecto el Tribunal Constitucional, en el Fundamento Jurídico 8 de 
la sentencia recaída en el Expediente N° 04146-2009-PHD/TC, ha precisado que 
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la educación es un servicio público sobre el cual las universidades se encuentran 
obligadas a brindar información:  

 
“Como se recordará, el derecho a la educación ha sido reconocido como un 
‘servicio público’, debido a su carácter prestacional, el cual, y sin distingo alguno, 
está orientado a la satisfacción de necesidades que repercuten sobre el interés 
general. Por ello, aquella información que se encuentre estrechamente vinculada 
con este servicio, debe de ser brindada a cualquier ciudadano que así lo solicite, 
ya que de lo contrario dichos actos se configurarían como lesivos al derecho 
fundamental de acceso a la información, pública” (subrayado añadido). 

 
En el presente caso la entidad no ha remitido descargo alguno, no ha desvirtuado 
la existencia de la documentación requerida, no ha señalado que exista un 
apremiante interés público para negar su acceso, esto es, las razones por las que 
los artículos publicados en revistas indexadas que constan en las hojas de vida de 
los mencionados profesores de la Facultad de Derecho  deberían ser considerados 
confidenciales y dentro de qué causal de excepción se encontrarían inmersos de 
ser el caso, más aún cuando de su propia naturaleza (artículos publicados en 
revistas indexadas) éstos ya se han hecho públicos. 
 
En tal sentido, al no haberse invocado que la documentación requerida se 
encuentre protegida por alguna excepción al derecho de acceso a la información 
pública prevista por la Ley de Transparencia, se encuentra plenamente vigente la 
Presunción de Publicidad al no haber sido desvirtuada, por lo que corresponde 
estimar el recurso de apelación presentado por el recurrente y ordenar a la entidad 
que proceda a la entrega de la información solicitada. 
 

Finalmente, es pertinente indicar que de conformidad con los artículos 30 y 35 del 
Reglamento de la Ley de Transparencia, aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 
072-2003-PCM, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde 
a cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido 
sus funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a 
las normas de transparencia y acceso a la información pública. 

 
Ante la ausencia del Vocal Titular de la Primera Sala Pedro Angel Chilet Paz por 
descanso físico, interviene en la presente votación la Vocal Titular de la Segunda Sala 
de esta instancia Vanessa Erika Luyo Cruzado, conforme a lo dispuesto por el artículo 
16 del Decreto Supremo N° 019-2017-JUS, así como a la designación formulada 

mediante Resolución N° 031200192020 de fecha 13 de febrero de 2020; y asume 

temporalmente las funciones de la presidencia de esta Sala la Vocal Titular María Rosa 
Mena Mena, conforme a la designación formulada mediante Resolución N° 
031200202020, de fecha 13 de febrero de 2020 y a lo dispuesto por el inciso 10-A 5 del 
artículo 10-A del mencionado Decreto Supremo. 

 
Por los considerandos expuestos y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y 
en el numeral 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que 
crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
Fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales y la Regulación de la Gestión 
de Intereses; 

 
SE RESUELVE: 
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación interpuesto por 
GUNTHER HERNÁN GONZALES BARRÓN; y, en consecuencia, ORDENAR a la 
UNIVERSIDAD NACIONAL MAYOR DE SAN MARCOS que entregue la información 
pública solicitada, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de la presente 
resolución. 
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Artículo 2.- SOLICITAR a la UNIVERSIDAD NACIONAL MAYOR DE SAN MARCOS 

que, en un plazo máximo de cinco (5) días hábiles, acredite la entrega de dicha 
información a GUNTHER HERNÁN GONZALES BARRÓN. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 

artículo 228 de la Ley N° 27444.  
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución al ciudadano 
GUNTHER HERNÁN GONZALES BARRÓN y a la UNIVERSIDAD NACIONAL 
MAYOR DE SAN MARCOS, de conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la 
norma antes citada.   
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal 
Institucional (www.minjus.gob.pe). 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 VANESSA LUYO CRUZADO    
                       Vocal                   
 
 
 
 
 
 
 
vp. mrmm/derch 
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